
1

Blanca portadilla

En los gráficos, es importante uniformarlos y que donde no aparece el signo % aparez-
ca: 1-5, 9, 10-13, 15-22, 24-38.
Los gráficos 5 y 38 tienen harto dato, entonces es importante que la diagramación los 
haga más claros, y que los número no queden tan juntos/pegados como están ahora.
Cuando tengas resuelto lo de las fotos, avísame para contactarme con Paula y cance-
larlas.
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PRESENTACIÓN

La presente publicación es el análisis de los resultados a lo largo de 10 años 
de la encuesta “Percepciones de las mujeres chilenas sobre su situación y 
condiciones de vida” realizada por Corporación Humanas.

Esta encuesta nace el año 2004 para visibilizar las voces de las mujeres y para 
monitorear los cambios culturales que inciden en los diversos niveles de 
conciencia de género de las mujeres chilenas. 

El valor de esta medición radica en que es la única encuesta nacional, 
realizada cara a cara, que recoge las percepciones solo de las mujeres, levantando 
información sobre temas ausentes del debate público-político patriarcal, así 
como la mirada que tienen las mujeres respecto de sus condiciones de vida, 
en especial, su apreciación sobre la discriminación de la cual son (somos) objeto y 
los ámbitos donde se vivencia cotidianamente el malestar.

El objetivo de esta publicación es compartir el diagnóstico que arroja la 
encuesta sobre la situación de las mujeres durante la última década, la cual 
estuvo marcada por cambios políticos, sociales y económicos relevantes en 
nuestro país. 

Durante estos diez años han pasado cuatro presidentes/as. Sin embargo, a pesar 
de las diferencias ideológicas y programáticas de los diferentes gobiernos, no se 
han logrado cambios sustantivos que permitan avanzar en la superación de la 
estructura de desigualdad y exclusión que afecta a las mujeres, manteniéndose 
constante la percepción respecto de sus (nuestras) desventajas, restricciones de 
derechos y estatus de subordinación. 

Si bien las comparaciones no siempre son estadísticamente significativas, en 
tanto en 10 años han existido cambios en el universo de estudio y en los temas 
abordados, así como en la formulación de algunas preguntas, lo que intentamos con 
esta síntesis es aportar a una visión general sobre la garantía de derechos 
fundamentales a las mujeres en el país.

Para Corporación Humanas esta publicación es un aporte a la reflexión en clave 
feminista respecto del mal-estar de las mujeres y un llamado de atención a 
reorientar la política pública hacia transformaciones radicales que permitan 
erradicar la desigualdad y exclusión de las mujeres que opera en nuestro país.

Carolina Carrera

Presidenta Corporación Humanas
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Si bien Chile hoy se posiciona como un país de altos ingresos, la igualdad social y 
de género siguen siendo una deuda pendiente para la democracia y el goce uni-
versal de derechos. Así queda de manifiesto en diversos rankings internacionales 
que evidencian los vacíos del modelo de desarrollo imperante y las inequidades 
que subyacen a la imagen de éxito económico del país. 

En relación a las desigualdades de género, el informe sobre Desarrollo Humano 
del año 2014 elaborado por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) señala que mientras Chile ocupa el puesto número 41 en el denominado 
Índice de Desarrollo Humano1, si se consideran las disparidades de género de este 
indicador a través del “Índice de Desarrollo de Género”2, el país cae en el ranking 
hasta el lugar 61. Por otro lado, este mismo informe constata que en lo que res-
pecta al Índice de Igualdad de Género3  el país ocupa el lugar número 68, muy por 
debajo de países con los mismos niveles de desarrollo e ingresos.

Lo anterior es confirmado por el Informe de Igualdad de Género presentado por 
el Foro Económico Mundial en 2014, donde se establece que Chile ocupa el lugar 
66 a nivel mundial, siendo las áreas más deficitarias la escasa participación laboral 
y política de las mujeres.

Así, aunque Chile se perfila como el país con mayor producto interno bruto de la 
región, el respeto, protección y garantía de los derechos de las mujeres se ha 
mantenido como un ámbito postergado del crecimiento, desarrollo y consolidación 
democrática del país. 

1.  El índice de desarrollo humano (IDH) es un indicador social estadístico del desarrollo humano 
de un país, que considera la esperanza de vida al nacer; la tasa de alfabetización de adultos y la 
tasa bruta combinada de matriculación en educación primaria, secundaria y superior, así como 
los años de duración de la educación obligatoria; y el Producto Interno Bruto.

2.  El Índice de Desarrollo de Género mide las disparidades en el IDH por género, analizando según 
sexo, longevidad, educación (con dos indicadores) y renta.

3.  El Índice de Desigualdad de Género presenta una medida compuesta de la desigualdad de 
género con tres dimensiones: salud reproductiva, empoderamiento y participación en el 
mercado de trabajo. La salud reproductiva se mide por dos indicadores: la tasa de mortalidad 
materna y la tasa de fecundidad entre las adolescentes. El empoderamiento se mide por la 
proporción de escaños parlamentarios ocupados por mujeres y el porcentaje de población con 
al menos alguna educación secundaria. Y el mercado de trabajo se mide por la participación en 
la fuerza laboral.

INTRODUCCIÓN
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Esta situación es percibida por las mujeres y recogida por la Encuesta realizada 
por Corporación Humanas a lo largo del país sobre “Percepciones de las mujeres 
chilenas sobre su situación y condiciones de vida”, estudio realizado entre los 
años 2004 y 2014 en diez oportunidades.

Respecto a la metodología empleada, el universo del estudio fueron todas las mu-
jeres de 18 años y más de edad4, que habitan en hogares particulares del territorio 
nacional. Para el diseño muestral se utilizó el submuestreo interpenetrante de 
Mahalanobis (“muestreo replicado”) el que no efectúa reemplazos, evitando 
perder las características de una muestra probabilística totalmente válida.

Los cuestionarios fueron aplicados en los hogares de las entrevistadas, cara a 
cara, por encuestadoras mujeres debidamente entrenadas.

Para el trabajo realizado en esta década, Corporación Humanas contó con la 
colaboración del profesor Gabriel Davidovics, encargado del diseño metodológico; 
Marcel Aubry, en la inflactación y cruce de datos; y distintas empresas que realizaron 
el trabajo de terreno. 

En esta publicación presentamos, en clave de derechos, los principales resultados 
obtenidos a lo largo de 10 años de aplicación de este instrumento que ha intentado 
levantar y visibilizar las voces de las mujeres: derecho a no ser discriminadas; 
derecho al trabajo y a la vida familiar; derechos sexuales y reproductivos; 
derecho a participar de la vida política y pública; y derecho a vivir una vida 
libre de violencia.
 

4. Hasta el año 2009, solo fueron encuestadas mujeres inscritas en los registros electorales.
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I. DERECHO A NO SER DISCRIMINADAS



12



13

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW), instrumento fundamental para el reconocimiento 
de los derechos humanos de las mujeres, define la discriminación como “toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 
las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”5

El Comité CEDAW, organismo encargado de vigilar el cumplimiento de la 
Convención por parte de los Estados que la han ratificado, recogiendo los aportes 
de la teoría feminista ha señalado que la discriminación contra las mujeres es 
consecuencia del sistema sexo-género, es decir, de un sistema de dominación 
que a partir de las diferencias biológicas entre hombres y mujeres, determina 
identidades, funciones y atributos específicos para cada sexo, estableciendo 
así una jerarquía social que distribuye facultades y derechos en favor de los 
hombres y en detrimento de las mujeres6 . 

A fin de eliminar las diferentes formas de discriminación que afectan a las mujeres, 
los Estados tienen la obligación de generar medidas para modificar las prácticas, 
costumbres y tradiciones que reproducen prejuicios y estereotipos relativos a 
las mujeres y los hombres, implementando todas las medidas necesarias para 
asegurar no sólo la igualdad formal sino también la igualdad sustantiva en el 
goce de derechos, incluyendo la adopción de medidas especiales de carácter 
temporal.

5.  Naciones Unidas, Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer. Artículo 1. 

6.  Comité CEDAW, Recomendación general Nº 28 relativa al artículo 2 de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, párrafo 5.
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En relación a estas obligaciones, Chile ha avanzado aprobando diferentes 
normativas orientadas a mejorar las condiciones de las mujeres en el país, entre 
las que destaca la reciente creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de 
Género, institucionalidad que otorga rango ministerial al mecanismo de adelanto 
de las mujeres, aumentando los recursos económicos y humanos dedicados a 
las políticas de igualdad de género en el país.

Del mismo modo, en el año 2012 se aprobó la Ley Nº 20.609 sobre Medidas 
contra la Discriminación, la cual constituye un avance en tanto suple el vacío 
normativo en la materia, asumiendo así las obligaciones del Estado de erradicar 
y sancionar este tipo de actos. Sin embargo, esta ley ha sido ampliamente 
criticada por las organizaciones de la sociedad civil pues carece de herramientas 
efectivas para enfrentar y prevenir la discriminación, no incluye la creación 
de una institucionalidad pública para la igualdad y la no discriminación, no 
incorpora recursos presupuestarios ni la implementación de medidas de acción 
afirmativa. Además, incluye una norma que subordina los derechos de igualdad 
y no discriminación a otras garantías constitucionales, elementos que minimizan 
su eficacia en la prevención y sanción de las diferentes formas de discriminación.

No obstante los avances normativos e institucionales de la última década, la 
discriminación contra las mujeres sigue siendo un fenómeno generalizado, 
pues en varios ámbitos las mujeres ven restringidos sus derechos. Por ejemplo, 
las mujeres gozan de bajas tasas de acceso al mercado del trabajo y peores 
condiciones laborales, sus derechos sexuales y reproductivos son escasamente 
reconocidos, y prevalecen altos índices de violencia contra las mujeres, por 
mencionar algunos de los principales ámbitos de preocupación. 

Percepción de discriminación

En la serie de encuestas realizadas por Corporación Humanas, conocer la 
percepción de discriminación ha sido fundamental pues la conciencia de las 
desventajas y restricción de derechos que enfrentan las mujeres, debido a que el 
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sistema sexo-género vigente les asigna un estatus subordinado en la sociedad, 
es imprescindible para pasar a la acción política y transformar esta estructura de 
desigualdad y exclusión.

Un aspecto ligado a la discriminación contra las mujeres es la percepción de que 
Chile es una sociedad machista. Desde el año 2004, los niveles de acuerdo en 
torno a la afirmación se mantienen relativamente estables, pues en toda la serie 
de estudios en promedio un 90% de las encuestadas ha estado de acuerdo con 
que Chile es un país machista.

Del mismo modo, a lo largo de las encuestas realizadas, es posible observar 
una alta percepción de discriminación en las mujeres. En la primera encuesta, 
aplicada en el año 2004, se preguntó, ¿cree usted que en la vida diaria las mujeres 
están en desventaja en relación a los hombres?, donde un 55,8% respondió 
afirmativamente.

Gráfico 1: ¿Es Chile un país machista?
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A partir del estudio del año 2005, la encuesta comienza a abordar directamente 
si las mujeres se sienten discriminadas en su vida diaria, dando como promedio 
sobre un 80% de percepción de discriminación por parte de las encuestadas.

Se observa que en los distintos perfiles de mujeres, esta percepción de 
discriminación es similar pues independientemente de la edad, el nivel 
educacional y económico, las creencias religiosas, y otras variables, la percepción 
de discriminación es alta entre los diversos grupos de encuestadas.

Ámbitos de discriminación

Respecto a los ámbitos dónde las mujeres perciben discriminación, el 
orden de estos se ha mantenido relativamente estable a lo largo del tiempo, 
permaneciendo el trabajo como el más mencionado, seguido en segundo lugar 
por la libertad sexual, en tercer lugar por la política, y en cuarto lugar por la vida 
familiar.
 

Gráfico 2: ¿Considera usted que las mujeres son discriminadas en Chile?
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La tendencia del período ha sido que sobre el 90% de las encuestadas declara 
que existe discriminación hacia las mujeres en el ámbito laboral, alcanzando el 
máximo el año 2007 donde un 98,1% responde que sí existe discriminación.

La libertad sexual, que en el año 2005 presentaba niveles similares a la 
discriminación en la política, ha aumentado sostenidamente como ámbito donde 
las mujeres perciben restricciones en sus derechos. Así, mientras en el año 2005 
un 65,3% responde afirmativamente, en el año 2006 esta proporción sube a un 
77%, hasta alcanzar el máximo en el estudio del año 2007 con un 80,4% del 
total de preferencias. En los años posteriores, la percepción de discriminación 

Gráfico 3: ¿En cuáles de los siguientes ámbitos cree usted que las mujeres son discriminadas en la vida diaria?
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en la libertad sexual ha fluctuado entre el 60% y 70%, manteniéndose como el 
segundo ámbito en que las mujeres perciben discriminación. 

La política es el tercer ámbito donde las encuestadas perciben discriminación, 
el cual fue disminuyendo en el período 2006-2009 (lo que coincide con el 
primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet) pues de situarse en un 
73,7% en 2006 bajó a un 63% en 2009. Posteriormente, este indicador continuó 
fluctuando, alcanzando los mayores niveles el año 2011 (74%) y 2013 (71,9%). 

La vida familiar es el cuarto ámbito en que las encuestadas declaran percibir 
discriminación. En el período observado, este indicador se ha mantenido en 
promedio en torno al 60%.  

Mujeres indígenas y discriminación múltiple

Los aportes que han realizado los feminismos negros, feminismos de 
color, feminismos indígenas y feminismos descoloniales, han contribuido a 
complejizar el análisis sobre la opresión que viven las mujeres, dando lugar a un 
enfoque que reconoce que la confluencia de diferentes ejes de subordinación 
genera posiciones desiguales entre las mujeres y diferentes experiencias de 
discriminación.

Esta perspectiva multidimensional de la discriminación ha sido incorporada por 
el Comité CEDAW, organismo que en la Recomendación General Nº 28 recoge 
el concepto de interseccionalidad señalando que:

“La discriminación de la mujer por motivos de sexo y género está unida 
de manera indivisible a otros factores que afectan a la mujer, como la 
raza, el origen étnico, la religión o las creencias, la salud, el estatus, la 
edad, la clase, la casta, la orientación sexual y la identidad de género. La 
discriminación por motivos de sexo o género puede afectar a las mujeres 
de algunos grupos en diferente medida o forma que a los hombres. Los 
Estados partes deben reconocer y prohibir en sus instrumentos jurídicos 
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estas formas entrecruzadas de discriminación y su impacto negativo 
combinado en las mujeres afectadas. También deben aprobar y poner 
en práctica políticas y programas para eliminar estas situaciones y, en 
particular, cuando corresponda, adoptar medidas especiales de carácter 
temporal, de conformidad con el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención 
y la Recomendación general Nº 25” .7

Dentro de los colectivos de mujeres más vulnerables a la discriminación se 
encuentran las mujeres indígenas, quienes “se enfrentan a una gran diversidad 
de violaciones de sus derechos humanos, multifacéticas y complejas, que se 
refuerzan mutuamente. Tal diversidad de tipos de violaciones está relacionada 
con múltiples y concomitantes formas de vulnerabilidad, como estructuras de 
poder patriarcales; numerosas formas de discriminación y marginación basadas 
en el género, la clase, el origen étnico y las circunstancias socioeconómicas, y 
violaciones del derecho a la libre determinación y el control de los recursos tanto 
históricas como actuales.”8

En nuestro país, la mayor vulnerabilidad a los diferentes tipos de discriminación 
es evidente en el caso de las mujeres indígenas, en quienes confluye la pobreza, 
exclusión racial y la subordinación en tanto mujeres.

A pesar de la inexistencia de estadísticas oficiales actualizadas sobre la situación 
de las mujeres indígenas, la información disponible evidencia que son quienes 
presentan una mayor vulnerabilidad en materia de derechos humanos, con altos 
niveles de pobreza, limitado acceso al trabajo remunerado, mayores índices de 
analfabetismo y bajos niveles educativos9.

7.  Párrafo 18  
8. Naciones Unidas, Asamblea General (2015) Informe de la Relatora Especial sobre los derechos 

de los pueblos indígenas, Victoria Tauli Corpuz, A/HRC/30/41
9. Infante, Mariela (2012). “Situación actual y desafíos para la vigencia de los derechos humanos 

de las mujeres indígenas” en Jorge Rowlands Narváez y José Aylwin Oyarzún (Compiladores), 
Desafíos para una ciudadanía plena en Chile hoy, Observatorio de Derechos de los Pueblos 
Indígenas, Santiago de Chile.
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Esta realidad es confirmada en las encuestas de Corporación Humanas, 
estudios que en los últimos años han incorporado preguntas específicas para 
dar cuenta de la situación de las mujeres indígenas y visibilizarlas como mujeres 
particularmente discriminadas en una sociedad que no sólo restringe los 
derechos de las mujeres sino que también se niega a reconocer los derechos de 
los pueblos originarios. 

En general, la mayoría de las encuestadas afirma que las indígenas son más 
discriminadas que el resto de las mujeres, ubicándose en promedio sobre el 
70%.

Respecto a los ámbitos en que las mujeres indígenas son discriminadas, el 
trabajo aparece como el primero, seguido de la política, el acceso a la tierra, el 
acceso a la justicia y a los medios de comunicación. 

Se observa que las mujeres indígenas viven una discriminación específica, que 
tiene que ver con su condición de indígenas, una experiencia cualitativamente 
diferente que las deja en el lugar de mayor vulnerabilidad dentro de sus pueblos 
y dentro del colectivo de mujeres.

Gráfico 4: ¿Usted cree que una mujer indígena es más discriminada o menos discriminada  
que una mujer no indígena?
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Conclusiones

A partir de los datos analizados, es posible afirmar que existe una consonancia 
entre las diversas formas de discriminación que afectan a las mujeres en el país y 
las percepciones de las encuestadas, quienes permanentemente han afirmado 
cómo les afecta esta limitación de derechos en diferentes ámbitos de sus vidas. 

Lo anterior es un indicador de que las políticas de igualdad de oportunidades 
implementadas en la última década no han logrado transformar las estructuras 
culturales y sociales que niegan a las mujeres su plena ciudadanía y derechos. 
Los resultados de las encuestas dan cuenta de forma consistente que el trabajo, 
la libertad sexual y la política son ejes prioritarios para implementar medidas 
que otorguen herramientas que promuevan el pleno ejercicio de derechos y la 
autonomía de las mujeres en estos ámbitos, de manera que la igualdad formal 
devenga en igualdad sustantiva.

En ese marco, el desafío es otorgar prioridad política a la promoción de 
los derechos de las mujeres en el país. Un punto de partida para lograrlo es 

Gráfico 5: ¿En cuáles de los siguientes ámbitos cree usted que las mujeres indígenas son más discriminadas en la 
vida diaria que las mujeres no indígenas?
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implementar las recomendaciones que realizó el Comité CEDAW al Estado de 
Chile en el año 2012 para garantizar los derechos de las mujeres en el empleo, la 
política, la salud sexual y reproductiva, la vida familiar, la educación, etc.

Otro desafío importante es incorporar el enfoque de la interseccionalidad 
o discriminación múltiple en las políticas de igualdad de género, diseñando 
programas especiales para aquellas mujeres que por su origen étnico o racial, 
edad, orientación sexual o identidad de género, situación de discapacidad, nivel 
socioeconómico, u otros factores, sean más vulnerables a la discriminación. 
En este sentido, resulta también prioritario recoger las recomendaciones del 
Comité CEDAW y adoptar medidas especiales de carácter temporal en la esfera 
política y pública, en la educación y en el empleo, ámbitos a los que tienen un 
acceso limitado las indígenas.10 

10. Párrafos 15, 17, 25 b, 29 d, 33 c
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II. DERECHO AL TRABAJO Y A LA VIDA FAMILIAR
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La Convención para la Eliminación de Todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer establece en su artículo 11 el derecho de las mujeres al trabajo 
remunerado, señalando que será obligación de los Estados adoptar todas 
las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la 
esfera del empleo a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres 
y mujeres, los mismos derechos, en particular: el derecho a las mismas 
oportunidades de empleo; el derecho a elegir libremente profesión y empleo; 
el derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y 
otras condiciones de servicio; el derecho al acceso a la formación profesional y 
al readiestramiento; el derecho a igual remuneración en trabajos de igual valor; 
el derecho a la seguridad social; el derecho a la protección de la salud y a la 
seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de 
reproducción. Asimismo, estipula que se deben tomar medidas para garantizar 
el derecho al trabajo impidiendo discriminaciones por razones de matrimonio 
o maternidad, para lo cual los estados deben prohibir el despido por motivo de 
embarazo o estado civil; protección a la maternidad y apoyo a los servicios de 
cuidado infantil y a la corresponsabilidad de hombres y mujeres en las labores 
de cuidado.

Pese a los compromisos asumidos, la realidad de las mujeres en Chile es otra, 
prevaleciendo una fuerte segmentación laboral y, a pesar de la legislación 
vigente, una importante brecha salarial que alcanza cerca del 20%11. Los empleos 
a los que acceden las mujeres son mayoritariamente más precarios y peor 
remunerados que aquellos a los que acceden los hombres.12 

11. Díaz Andrade, Estrella, “La desigualdad salarial entre hombres y mujeres”, Dirección del Trabajo, 
Santiago de Chile, mayo de 2015.

12. Fundación Sol, “Mujeres trabajando. Una exploración al valor del trabajo y la calidad del 
empleo”, Documento de trabajo, marzo de 2015; Estrella Díaz Andrade, “La desigualdad salarial 
entre hombres y mujeres”, Dirección del Trabajo, Santiago de Chile, mayo de 2015.
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La percepción de discriminación en el ámbito laboral

Esta realidad es percibida, y sufrida, por las mujeres cotidianamente y se manifiesta 
en nuestra Encuesta en que año tras año el espacio donde las mujeres perciben 
la mayor discriminación es en el trabajo. Las cifras nacionales indican que la 
participación de las mujeres en el mercado del trabajo se ha ido incrementando 
persistentemente, sin embargo, sigue siendo casi 10 puntos menor que la media 
latinoamericana. A ello se suma el que esta participación laboral es muy diferente 
de acuerdo al nivel socioeconómico (NSE) de las mujeres, por lo que a medida 
que aumenta el NSE aumenta también la participación laboral de las mujeres: en 
el primer decil (correspondiente al 10% más pobre) la participación laboral es de 
un 27,4% y en el último decil (las más ricas) es de un 67,5%13.

Uno de los elementos transversales a la mayoría de las percepciones, opiniones, 
creencias y posiciones que han manifestado las mujeres en general a lo largo de 
estos estudios es la aspiración por mejorar las condiciones a través de las cuales 
las mujeres puedan acceder al mundo del trabajo. A su vez, el generar estas 
condiciones debe permitir que las mujeres logren permanecer en ese ámbito en 
un ambiente libre de discriminación.

La discriminación laboral coarta las posibilidades de las mujeres de implementar 
sus proyectos de vida. Entre 2006 y 2011 se les consultó sobre sus proyectos de 
vida, constatando que la independencia económica era la opción que provocaba 
mayores niveles de adhesión. 

Si se suma el porcentaje de mujeres que quiere ser económicamente 
independiente y el porcentaje que busca realizarse en su trabajo, se observa 
que prácticamente 2 de cada tres mujeres adscribe a un plan de vida que no 
se corresponde con el patrón tradicional asignado a las mujeres y más bien se 
orientan a proyectos de autonomía personal y laboral, escogiendo el ámbito 
laboral como un punto sustantivo para determinar su proyecto de vida.

13.  Encuesta CASEN 2013
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Tal actitud refleja el reconocimiento del factor económico como prioritario para 
poder desarrollarse en otros planos y alcanzar mayores grados de libertad y 
autonomía. Incluso, la independencia económica está por sobre la realización en 
el trabajo, que son variables relacionadas. No obstante, aún es posible encontrar 
que cerca de una de cada cinco o una de cada cuatro mujeres encuestadas 
(dependiendo del año de consulta) señalan como aspiración para su vida el 
dedicarse a la familia y a tener hijos.

La brecha salarial: el mayor atentado a la igualdad laboral

En 2005 se preguntó sobre las medidas necesarias para alcanzar mayor 
igualdad entre hombres y mujeres en el trabajo. La distribución de respuestas 
fue la siguiente:

Cuadro 1: ¿Cuál de las siguientes afirmaciones refleja mejor lo que más le gustaría hacer en la vida?

Alternativas

Tener hijos/as y dedicarme prioritariamente 
a mi familia 
 
Realizarme en el trabajo 
 
Ser económicamente independiente 
 
Que mi pareja me mantenga
económicamente

Otra/Ninguna/NS/NR

24,2%

13,3%

48,8%

8,4%

4,3%

19,6%

16,1%

58,6%

4,3%

1,4%

25,0%

12,8%

52,5%

6,9%

2,8%

24,2%

14,2%

53,9%

4,8%

2,9%

16,7%

16,4%

55,2%

3,9%

7,8%

2006 2007 2008 2009 2011
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Gráfico 7: ¿Qué habría que hacer para lograr mayores grados de igualdad entre hombres y mujeres en el trabajo? (2014)

Gráfico 6: ¿Cuál sería la principal medida a implementar para lograr mayores grados de igualdad entre hombres 
y mujeres en el trabajo? (2005) 
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En ambas oportunidades, a pesar de la diferencia en la muestra14, más de la 
mitad de las mujeres señalan la igualdad salarial como la medida principal. 
La percepción de las mujeres coincide con lo señalado por Díaz (2015): “La 
igualdad salarial se erige como un principio indispensable para alcanzar una 
verdadera igualdad de género en el mundo del trabajo, fomentar la equidad y 
el trabajo decente, lograr el pleno ejercicio de la ciudadanía de las mujeres y su 
participación en el proceso de desarrollo”15.

En 2011 las encuestadas confirman lo señalado al declarar mayoritariamente 
(62%) que consideran que tiene más desventajas ser mujer que ser hombre. 
Frente a la pregunta ¿por qué es más desventajoso ser mujer?, la mayor 
concentración de respuestas se ubica en aquellas que refieren que las mujeres 
reciben menos sueldo por el mismo trabajo (31%).

Al evaluar en 2008 la urgencia que otorgan las mujeres a determinados 
proyectos en discusión parlamentaria, un 83% considera urgente garantizar el 
mismo sueldo para hombres y mujeres cuando realizan el mismo trabajo; un 
72% otorga urgencia a garantizar los mismos derechos para hombres y mujeres 
en la sociedad conyugal; y un 70% el derecho a salas cuna también para los 
trabajadores hombres. 

Medidas para el acceso al empleo

Lupica (2015) afirma que: “La congregación de las mujeres en actividades y 
ocupaciones consideradas tradicionalmente como “femeninas”, su acceso 
a puestos de trabajo de menos calidad y las consecuentes diferencias de 
remuneraciones constituyen las mayores barreras laborales de las mujeres 
ocupadas16.

14.  Hasta 2008 se encuestaba solo a mujeres inscritas en los registros electorales.  
15.  Díaz, op. cit., p. 102
16. Lupica, Carina (2015), “Instituciones laborales y políticas de empleo. Avances estratégicos y 

desafíos pendientes para la autonomía económica de las mujeres”, Serie Asuntos de Género 
N°125, División de Asuntos de género, CEPAL y Gobierno de Noruega, Santiago de Chile, p. 28.
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En la misma línea, las organizaciones de la sociedad civil coordinadas en la 
Articulación de Organizaciones por los Derechos Humanos, señalaron en el 
Informe Alternativo presentado al Comité que vela por el cumplimiento del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que de 
acuerdo a cifras del Instituto Nacional de Estadísticas, las mujeres se insertan 
con mayor intensidad en el sector informal de la economía, lo que da cuenta 
de una precarización de la fuerza de trabajo femenina, a lo que se suman los 
salarios más bajos y la inestabilidad laboral. Así, aún cuando el empleo de las 
mujeres ha crecido a lo largo de esta década, ello ha ocurrido con empleos de 
baja calidad y manteniendo en las mujeres la responsabilidad de las labores de 
cuidado, lo que ha contribuido “al creciente empobrecimiento material de las 
mujeres, al empeoramiento de sus condiciones de vida y a la vulneración de sus 
derechos fundamentales.”17 

Gráfico 8: De las siguientes medidas, ¿Cuál es la más necesaria para aumentar el acceso de las mujeres al empleo? (2009)
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17.  Corporación Humanas y otras (2015), “Informe Alternativo para el examen del cuarto informe 
periódico del Estado de Chile ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en 
su 55° sesión”, Junio de 2015.
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La principal medida para mejorar el acceso de las mujeres al empleo, de acuerdo 
a las encuestadas en 2009, sería “obligar al empleador a dar derechos a salas 
cuna y jardines infantiles para trabajadores y trabajadoras” (32,1%) seguida por 
“más trabajos flexibles o de media jornada” con 26,2%, y la tercera preferencia, 
es la entrega de subsidios para que las empresas contraten a más mujeres. 
La alternativa mayores oportunidades para trabajar en casa es la que provoca 
menor adhesión (15,9%), siendo doblada en porcentaje por la alternativa de 
mayor preferencia. Lo anterior demuestra que si no se considera la desigualdad 
salarial, surgen con fuerza las limitaciones relacionadas con la responsabilidad 
en las labores de cuidado como obstáculos  para la incorporación de las mujeres 
al mercado del trabajo.

Al consultar a las entrevistadas acerca de la explicación del por qué las mujeres 
no tienen iguales oportunidades que los hombres en el trabajo, casi tres cuartas 
partes de la muestra revela la mantención de los estereotipos y prejuicios 
sociales en relación con la creencia de que el trabajo de las mujeres fuera del 
hogar no es valorado socialmente, lo cual puede transformarse en una traba 
para la inserción de las mujeres en el ámbito laboral.

Gráfico 9: ¿Por qué razón las mujeres no tienen las mismas oportunidades que los hombres en 
el trabajo? (2007)
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La importancia del salario de las mujeres

Es posible afirmar que uno de los elementos transversales a la mayoría de 
las percepciones, opiniones, creencias y posiciones que han manifestado las 
mujeres a lo largo de este estudio es la aspiración por mejorar las condiciones a 
través de las cuales las mujeres puedan acceder al mundo del trabajo.

Solo 1 de cada 10 mujeres señaló en 2007 que el trabajo de las mujeres es solo 
un complemento del ingreso familiar, lo que se reafirma con datos obtenidos 
en la encuesta de 2014, en la cual la mitad de las mujeres encuestadas señalan 
realizar alguna actividad remunerada ya sea dentro o fuera del hogar y el 60% 
de ellas refiere que con sus ingresos cubre entre la mitad y el total de los gastos de 
su hogar.

El trabajo de cuidado y doméstico

Actualmente, la legislación chilena no protege los derechos de trabajadores y 
trabajadoras con responsabilidades familiares, ya que el “derecho a sala cuna”, 
estipulado en el artículo 203 del Código del Trabajo, se reconoce únicamente 
para las mujeres  que se desempeñen en empresas en las que trabajan 20 o más 

Gráfico 10: Del total de gastos de su hogar, ¿cuánto cubre usted con su sueldo? (2014)
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trabajadoras. Diferentes proyectos de ley que se han presentado en los últimos 
años destinados a ampliar este derecho a trabajadores y trabajadoras no han 
prosperado. La mantención de la atribución en las mujeres de las labores de 
cuidado infantil no solo impacta en el empleo de las mujeres sino que además 
refuerza los estereotipos de género.18  

El 2005 se preguntó acerca del trabajo doméstico:

Casi la mitad de las mujeres se considera la principal responsable del trabajo 
doméstico, mientras 1 de cada 4 declara que la pareja ayuda y es muy colaborador 
en las tareas domésticas. Sólo un 12,2% señala que el trabajo doméstico se 
divide en partes iguales. Si esto es así, y la distribución de tareas domésticas 
no es equilibrada en la pareja, pareciera que las mujeres le imponen menos 
exigencias al mundo privado que al mundo público, en relación a sus derechos. 
Sin embargo, otras respuestas nos llevan a relativizar esta afirmación. 

18. Corporación Humanas y otras (2015), op. cit. 

Gráfico 11: En relación al trabajo doméstico, ¿cuál de las siguientes afirmaciones refleja mejor su realidad? 
(2005)
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En las 6 encuestas en las que se preguntó acuerdo o desacuerdo con la 
afirmación de que “Chile es un país machista”19, entre un 87% y un 94% de las 
mujeres manifestó estar de acuerdo o muy de acuerdo con dicha afirmación. 
El que la casi totalidad de las mujeres encuestadas considere que nuestro país 
se organiza sobre la base de la superioridad de los hombres sobre las mujeres, 
impacta en sus percepciones generando en ocasiones ambivalencias entre los 
deseos personales y los mandatos culturales en relación a los roles de unos y 
otras. Aun así, entre 2006 y 2008, la gran mayoría de las mujeres se manifestó 
de acuerdo o muy de acuerdo con que “debiera haber igualdad de tareas de 
hombres y mujeres en la casa (98%, 87% y 90% respectivamente). Por lo tanto, 
las encuestadas están bastante de acuerdo con que los roles al interior del hogar 
giren hacia una relación de responsabilidades compartidas e igualitarias.

Sin embargo, aún persiste una desigual distribución de las labores domésticas, 
pues cocinar, lavar platos, lavar ropa, planchar y hacer el aseo sigue siendo 

Gráfico 12: Porcentaje de acuerdo y muy de acuerdo con afirmación presentada

19. 2004, 2006, 2009, 2011, 2013, 2014
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responsabilidad de las mujeres. Sólo un 10% de las encuestadas afirma que sus 
parejas se encargan de realizar las compras. 

Los hombres no se hacen co-responsables de tareas domésticas y familiares. A 
pesar de los cambios que se han producido en el ámbito público con la mayor 
participación laboral de las mujeres, estos no han sido transferidos también al 
ámbito privado, donde aún prevalecen estructuras de dominación patriarcales. 
En definitiva, los logros alcanzados en el ámbito público no han producido 
cambios en los roles de género en el ámbito privado, como por ejemplo en la 
distribución de las tareas al interior del hogar.

Las encuestadas siguen siendo las principales responsables en sus hogares 
de las tareas domésticas y de las actividades relacionadas con el cuidado de 
hijos e hijas. Las alternativas con que cuentan para la realización del trabajo 
doméstico habitualmente no consideran a la pareja, sino más bien a otras 
mujeres, ya sea familiares o trabajadoras de casa particular, lo que refleja el bajo 
compromiso y/o participación de los hombres en las tareas domésticas. Esto es 
aún más dramático a medida que desciende el nivel socioeconómico y el nivel 
educacional y aumenta la edad.

Así, si el principal problema de las mujeres en el trabajo remunerado es recibir 
un sueldo menor que el de los hombres por el mismo trabajo seguido por “las 
mujeres tienen que asumir además las tareas del hogar y la crianza”, el principal 
problema de las mujeres en el hogar es que no se valora el trabajo doméstico que 
realizan seguido por “los hombres no asumen responsabilidades en el hogar”.

En 2009 se consultó la opinión de las encuestadas respecto a que tan importante 
es establecer una serie de medidas que permitan sustentar una relación más 
equitativa dentro del hogar. En esta dirección se preguntó la opinión en cuanto 
a crear medidas emblemáticas que garanticen el derecho al postnatal, a las salas 
cuna, a la administración de los bienes tanto para hombres como para mujeres 
así como también la importancia de regular igualdad de derechos entre las 
parejas casadas y las que conviven, obteniendo una  evidente opinión favorable 
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de parte de las encuestadas para darle urgencia a crear leyes de este tipo, ya 
que más de dos tercios de la muestra le da urgencia a estas medidas. 

En cuanto a las encuestadas que trabajan y las casadas, darle urgencia al post 
natal para hombres y mujeres tiene mayor intensidad. 

Casi tres de cada 4 mujeres cree que la maternidad les disminuye las 
oportunidades laborales, lo que hace urgente profundizar en los cambios 
culturales en relación a compartir los roles dentro de los hogares. 

Estos resultados expresan que al atribuir las tareas domésticas y el cuidado 
de hijos/as exclusivamente a las mujeres se obstaculiza de forma concreta su 
inserción en la esfera pública (trabajo remunerado y participación política). 

DE ACUERDO/MUY DE ACUERDO CON: 2007 2008 2009 2011 2013 2014

la maternidad resta oportunidades laborales a 
las mujeres 74,2 69,1 75,9 79,0 - -

cuando las mujeres trabajan fuera los hijos 
resultan perjudicados - 66,7 - - - -

una madre que trabaja establece una relación 
tan cercana con sus hijos como la que es 
dueña de casa

- 59,4 53,7 47,9 - -

cuando los hombres ganan lo suficiente  es 
preferible que las mujeres se queden en la casa 
cuidando de los hijos

- - 48,8 37,7 41,7 36,9

las mujeres deben trabajar siempre que no 
descuiden la familia - - 88,0 81,8 91,3 90,9

Cuadro 2: Porcentaje de acuerdo y muy de acuerdo con afirmación presentada
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Cuadro 3: Porcentaje de acuerdo y muy de acuerdo con afirmación presentada

A pesar de que se percibe un mayor compromiso en los hombres en relación 
al cuidado infantil, la responsabilidad sobre este cuidado pareciera seguir 
recayendo en las mujeres. Actualmente la conciliación recae exclusivamente 
sobre las mujeres pues son ellas quienes deben conciliar entre las obligaciones 
familiares y laborales. 

La corresponsabilidad, que implica un cambio de paradigma pues involucra a 
hombres y mujeres en una distribución equitativa de los deberes domésticos 
y familiares, es una gran tarea pendiente. Un porcentaje significativo de 
mujeres está de acuerdo o muy de acuerdo en que los/as hijos/as resultan 
perjudicados/as cuando la madre trabaja fuera del hogar, lo cual indica que los 
varones siguen exentos de asumir responsabilidades al interior del hogar, aun 
cuando las mujeres trabajen fuera de este.

La adhesión a adscribir a los hombres sólo la responsabilidad de mantención 
económica del hogar concita bajo apoyo. Lo mismo ocurre con postergar 
proyectos personales en función de los proyectos de la pareja, aunque en este 
caso las mujeres mayores de 61 años adscriben mayoritariamente a esta opción.

DE ACUERDO/MUY DE ACUERDO CON: 2004 2006 2009 2011 

la única responsabilidad del hombre es llevar dinero a la casa 29,3 32,9

las mujeres deben apoyar la carrera profesional de sus parejas 
aún a costa de su propia carrera 31,8 30,1
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La independencia económica otorgada por el ingreso al ámbito laboral, como ya 
se ha señalado, es altamente valorada por las mujeres debido a que les permite 
acceder a otros ámbitos y establecer nuevos tipos de relaciones sociales. A 
pesar de ello, casi la mitad de las mujeres  considera que el trabajo doméstico es 
tan satisfactorio como el remunerado. Sin embargo, ante la consulta realizada el 
2009 sobre el principal problema de las mujeres en el hogar, la mayor adhesión 
la obtuvo la no valoración del trabajo doméstico que realizan las mujeres.
 

Gráfico 13: En su opinión ¿Cuál considera Ud. que es el principal problema de las mujeres en el hogar? (2009)
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Cuadro 4: Porcentaje de acuerdo y muy de acuerdo con afirmación presentada

DE ACUERDO/MUY DE ACUERDO CON: 2009 2011 2013 2014 

el trabajo remunerado les da a las mujeres autonomía 
económica y realización personal 91,4 91,8 94,1 95,4

ser dueña de casa es tan satisfactorio como el trabajo 
remunerado 56,6 47,2
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Los otros dos problemas que se dan en el hogar es la “violencia en la pareja” 
con un 17,6% y la “falta de tiempo para estar con los hijos” con un 16,5%, como 
segunda y tercera preferencia, pero más de 20 puntos porcentuales debajo de 
la no valoración del trabajo doméstico.

Familias

Al abordar la vida familiar y la necesaria superación de los estereotipos de género 
y su asignación a espacios determinados, cabe referirse a los importantes 
cambios que han operado en nuestro país sobre la diversidad familiar y los 
derechos en este ámbito de las personas LGBTI.

Gráfico 14: En su opinión ¿considera que se puede hablar de familia cuando en el hogar hay…?  
(% de respuestas Sí) 
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En solo 6 años casi se duplica la consideración de familia para una pareja del 
mismo sexo, aumentando también en 24 puntos cuando esa pareja tiene 
hijos/as.

La apertura hacia la diversidad sexual puede constituir también un aporte al 
cuestionamiento de la rigidez de los estereotipos de género al interior de la 
familia y por tanto, a abrir las opciones de desarrollo para hombres y mujeres. 
Recientemente ha comenzado a regir e implementarse la ley de Acuerdo de 
Unión Civil, que permite normar las relaciones de pareja también para las 
personas del mismo sexo. Su impacto en los cambios de las percepciones de 
las mujeres en nuestra sociedad será una materia a evaluar en el futuro, pero sin 
duda constituye un avance en materia de derechos humanos de las personas 
pertenecientes a la diversidad sexual.

Conclusiones

La Encuesta Humanas en sus diez años de implementación, permite 
mostrar tanto los cambios en la percepción de las mujeres respecto del 
trabajo como los obstáculos que siguen enfrentando en este ámbito.  

La inserción laboral y la independencia económica constituyen para las 
mujeres su principal aspiración en la vida, sin embargo, es el ámbito del trabajo 
en el que perciben cotidianamente los mayores niveles de discriminación.  

El trabajo remunerado es valorado como un espacio de desarrollo personal, pero 
sin lugar a dudas el reporte económico que genera es vital. Por ello, terminar con 
la brecha salarial sigue siendo una demanda central para las mujeres, más aún 
cuando pareciera que la ley de igualdad salarial se mantiene como letra muerta 
en términos de su impacto real en los salarios de las mujeres, cuestión que se 
agrava en la etapa de la jubilación.

Este ámbito da cuenta también del déficit de la política pública actual. No solo 
no se ha logrado una incorporación laboral acorde a las cifras de los países de la 
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región si no que persisten las condiciones de precariedad y no se han eliminado 
los dispositivos que obstaculizan el ingreso de las mujeres al mercado laboral, 
como es el cuidado de los hijos e hijas, en tanto no se ha planteado una legislación 
de sala cuna para trabajadores/as con responsabilidades familiares e incluso la 
extensión del post natal, al no ser obligatoria para el padre, ha provocado que 
hasta ahora sólo un 0,2% ha hecho uso de este derecho.

Falta una política que promueva la corresponsabilidad como un valor de las 
sociedades modernas, así como una política pública de cuidado, que permita 
cambiar el imaginario de que son las mujeres las responsables del cuidado de 
niños/as, enfermos/as y ancianos/as.

Es por estas razones que se puede explicar el que no disminuya la percepción 
de las mujeres de vivir en un país machista.
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III. DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS
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Los derechos sexuales y reproductivos han tenido un desarrollo progresivo en 
los sistemas de protección de derechos humanos. El trabajo de incidencia de las 
organizaciones feministas ha contribuido a ampliar el enfoque tradicional de la 
salud sexual y reproductiva, avanzando hacia una comprensión de este tipo de 
derechos como aquellos que permiten a todas las personas, sin discriminación, 
violencia o coerción de ningún tipo, “ejercer plenamente su sexualidad como 
fuente de desarrollo personal y decidir autónomamente sobre la sexualidad y 
reproducción, contando para ello con la información, los medios y los servicios 
que así lo permitan” 20

Si bien la CEDAW no menciona explícitamente los derechos sexuales y 
reproductivos, a lo largo de diferentes apartados es posible identificar elementos 
que son centrales en la definición de este tipo de derechos. Así, al abordar la 
salud, la CEDAW establece que las mujeres deben tener “acceso a servicios de 
atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia”21. 
Del mismo modo, cuando se refiere a las relaciones familiares, la Convención 
señala que hombres y mujeres tendrán “los mismos derechos a decidir libre y 
responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos 
y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan 
ejercer estos derechos”22. En el ámbito de la educación, se establece que las 
mujeres deben tener  “acceso al material informativo específico que contribuya 
a asegurar la salud y el bienestar de la familia, incluida la información y el 
asesoramiento sobre planificación de la familia” .23

Los avances de la CEDAW fueron posteriormente enriquecidos en la Conferencia 
del Cairo de 1994, instancia que marcó un hito al reconocer como derechos 

21. Maturana, Camila (2004). “Derechos Sexuales y Reproductivos en Chile a 10 años de El 
Cairo. Monitoreo del Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y 
Desarrollo, CIPD’94”.

22. Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, Artículo 
12.

23. Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, Artículo 
16.
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humanos una amplia gama de derechos en el ámbito de la sexualidad y 
reproducción, señalando que “la salud reproductiva entraña la capacidad de 
disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin riesgos de procrear, y la libertad 
para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia”25.

En este mismo sentido, el relator especial sobre el derecho a la salud ha señalado 
que los principios rectores que han inspirado la normativa internacional, como 
la privacidad, la igualdad y la integridad, autonomía, dignidad y bienestar del 
individuo, conducen inevitablemente al reconocimiento de los derechos 
sexuales como derechos humanos, entre los que figura “el derecho de toda 
persona a expresar su orientación sexual, teniendo debidamente en cuenta el 
bienestar y los derechos de los otros, sin temor a persecuciones, privación de 
libertad o injerencia social”26. 

En nuestro país, cumplir con los estándares internacionales en materia de 
derechos sexuales y reproductivos permanece como un desafío. Las mujeres 
no son libres para vivir una vida sexual plena en tanto persisten diversas barreras 
que les niegan el derecho a decidir libremente sobre sus cuerpos. Un balance 
general de la última década permite observar que no han existido programas 
permanentes de educación sexual en los establecimientos públicos del país; las 
adolescentes enfrentan diversas restricciones para acceder a métodos de control 
reproductivo; la distribución de la píldora de anticoncepción de emergencia ha 
sido persistentemente obstaculizada; además, el aborto se encuentra penalizado 
en todas sus formas, lo que constituye una grave vulneración a los derechos 
humanos de las mujeres27.

25.  Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y Desarrollo; El Cairo, 18 
de octubre de 1994, párrafo 7.3.

26.   Naciones Unidas (2004) El derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental Informe del Relator Especial, Sr. Paul Hunt, párrafo 54, E/CN.4/2004/49.

27.  Corporación Humanas y otras (2012). Resumen ejecutivo del informe alternativo para el 
examen del Estado de Chile ante el Comité CEDAW en su 53º sesión (Quinto y Sexto informe 
periódico combinado) -Septiembre de 2012-
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Dentro de este crítico panorama, las mujeres más jóvenes y de menos recursos 
económicos son las más desprotegidas. Así lo demuestran las altas tasas de 
embarazo adolescente en los sectores de menos ingresos, donde la escasa 
información, la pobreza y la falta de mejores expectativas de desarrollo futuro 
convergen para que la maternidad se vislumbre como el único destino posible28. 
Al respecto, los esfuerzos estatales se han concentrado en garantizar que las 
jóvenes continúen en el sistema educativo a través de la Ley N° 20.370 que 
protege el derecho de las estudiantes embarazadas y madres adolescentes 
para terminar los 12 años de escolaridad obligatoria. Sin perjuicio del avance 
que representa esta normativa, la política pública ha descuidado seriamente la 
prevención de embarazos no deseados en la población adolescente, pues a la 
fecha no se han implementado programas de educación sexual permanentes 
en el tiempo.

En relación al acceso a métodos de control reproductivo, el panorama tampoco 
resulta alentador. Si bien en el año 2010 se aprobó la Ley N° 20.418 que fija 
normas sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación 
de la fertilidad, persisten barreras que dificultan su adecuada implementación, 
en particular en lo que se refiere a la distribución de la píldora del día después 
tanto en los servicios de salud públicos como su venta en farmacias.

Una de las situaciones más críticas en el ámbito de los derechos sexuales y 
reproductivos es la penalización absoluta del aborto. Diversos Comités de 
Naciones Unidas, órganos encargados de supervisar la efectiva implementación 
de los tratados de derechos humanos, han manifestado a Chile su preocupación 
por la penalización del aborto en caso de riesgo de vida de la mujer, violación, 
incesto y malformaciones fetales incompatibles con la vida, pues obligar a las 
mujeres a continuar sus embarazos en estas situaciones límites constituye una 
violación al derecho a la vida, a la integridad, a la salud, a no ser sometidas a 
torturas o tratos crueles, inhumanos y degradantes, entre otros.

28.  FLACSO-Chile (2008). Diagnóstico de la situación del embarazo en la adolescencia en Chile, 
2008. 
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Sin embargo, estas recomendaciones internacionales no han sido atendidas 
pues el aborto sigue siendo un delito en el país. De acuerdo al  Informe Anual de 
Derechos Humanos 2013 de la Universidad Diego Portales, en Chile se realizan 
unos 70 mil abortos al año. Dado que en el país se encuentra penalizado en toda 
circunstancia, las mujeres que se realizan abortos clandestinos se arriesgan a 
denuncias cuando piden asistencia médica en los servicios de salud29. Datos 
de la Defensoría Penal Pública indican que entre 2006 y 2015, ha habido 308 
mujeres acusadas por el delito de aborto, mujeres que en promedio tienen 23 
años y pertenecen a los sectores más vulnerados de la sociedad30.

Cabe destacar que a inicios del año 2015, el ejecutivo envió al parlamento un 
proyecto de ley que despenaliza el aborto en tres causales, lo que representa 
un avance en tanto es la primera vez en 25 años de régimen democrático que el 
congreso acepta debatir y legislar en esta materia. 

Libertad sexual y maternidad voluntaria

Los datos de la Encuesta Humanas permiten observar que a nivel discursivo 
las mujeres están viviendo una sexualidad más libre y desanclada de mandatos 
tradicionales. 

El acuerdo en torno a la afirmación “las mujeres pueden tener muchas parejas 
sexuales a lo largo de su vida” ha aumentado gradualmente en el período 
analizado. Así, mientras en el año 2007 un 45,9% de las encuestadas estaba de 
acuerdo con esta afirmación, los años siguientes hubo un paulatino aumento, y 
en el año 2011 llegó a un 65,6%, lo que manifiesta la instalación de un discurso 
más abierto sobre la libertad sexual de las mujeres.

29.   Universidad Diego Portales (2013). Informe Anual de Derechos Humanos 2013.
30.  Ver nota de prensa: http://www.eldinamo.cl/d-mujer/2015/10/02/aborto-en-chile-308-

mujeres-de-sectores-vulnerables-han-sido-formalizadas-desde-2006-a-la-fecha/



51

 
En esta misma línea se puede interpretar el creciente acuerdo en torno a que 
la masturbación femenina no tiene nada de malo. En esta pregunta, el acuerdo 
de las entrevistadas partió en 30,9% en el año 2004, luego fue aumentando 
paulatinamente - aunque con una baja considerable el año 2007- y logró concitar 
un amplio apoyo los años 2009 (66,9%), 2011 (61,7%) hasta alcanzar su máximo 
el año 2013 con 71,8%. Los datos desagregados de la Encuesta dan cuenta que 
las mujeres menores de 30 años, con mayor nivel educacional y más alto nivel 
socioeconómico tienden a tener respuestas más libertarias en esta materia. 

Gráfico 15: Una mujer puede tener muchas parejas sexuales a lo largo de la vida.

Gráfico 16: La masturbación femenina no tiene nada de malo
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Gráfico 17: La mayoría de las mujeres logra placer en sus relaciones sexuales

Por otra parte, el acuerdo en torno a la afirmación “la mayoría de las mujeres 
logra  placer durante las relaciones sexuales” ha fluctuado entre el 35% y el 
45% durante el período comprendido entre los años 2007 y 2013. Estas cifras 
evidencian que la satisfacción en el ámbito sexual aún resulta esquiva, lo que 
podría explicarse por el peso de diversos tabúes y mandatos sociales que 
inhiben la libertad sexual, relegan a las mujeres a la pasividad y deslegitiman el 
desarrollo de una sexualidad autónoma pues las mujeres independientes que 
controlan sus vidas y sus cuerpos se contraponen a lo que se espera de una 
“buena mujer”, imagen definida desde la sumisión, la abnegación y el ser para 
otros/as.
 

Respecto a las decisiones reproductivas, para la mayor parte de las entrevistadas 
las mujeres son quienes deciden cuántos/as hijos/as tener y en qué momento 
de sus vidas. Entre los años 2004 y 2008, el acuerdo en torno a esta afirmación 
superaba el 70%. Desde el año 2009 hasta el 2014, el acuerdo baja y se sitúa en el 
60%, lo que podría interpretarse como una percepción de mayores limitaciones 
para que las mujeres puedan efectivamente decidir sobre este aspecto básico 
de su autonomía reproductiva. 
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Un aspecto a destacar en los resultados de la Encuesta es que progresivamente 
la maternidad se vislumbra como una opción sobre la cual las mujeres eligen, 
donde no ser madre se evalúa como una alternativa válida y respetable. Así, el 
acuerdo en torno a la afirmación “Que una mujer no quiera ser madre es tan 
válido como que una mujer sí quiera ser madre” rondaba el 77% entre los años 
2007 y 2008. A partir del año 2009, el acuerdo sube a 87,7% y se mantiene sobre 
el 85% los años 2011 y 2013, siendo más alto en 2014 con 89,3%.

Gráfico 19: Que una mujer no quiera ser madre es tan válido como que una mujer sí quiera ser madre
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Gráfico 18: La mujer es la que decide cuándo y cuántos hijos tener
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A lo largo de los estudios realizados, las encuestadas han manifestado 
un mayoritario apoyo a la distribución de la píldora de anticoncepción de 
emergencia, incluso sin receta médica. Considerando todo el período, en 
promedio el apoyo ha sido de un 70%, destacando los años 2004 y 2006 donde 
sobre el 80% de las entrevistadas declaró estar de acuerdo con su entrega a las 
mujeres que requieren el fármaco.

En este mismo sentido, las mujeres se han declarado consistentemente a 
favor de que el aborto sea legal en determinadas circunstancias. Desde el año 
2005, el aborto terapéutico ha generado el mayor apoyo, promediando 76% de 
acuerdo, mientras que legalizar el aborto cuando el embarazo ha sido producto 
de una violación o cuando existen malformaciones fetales ha rondado el 70%. 
Cabe destacar que estas tres causales concitaron mayor adhesión el año 2013. 
Por otro lado, el apoyo para que el aborto sea legal cuando hay limitaciones 
económicas que dificultan tener un/a hijo/a o por cualquier razón que la mujer 
decida han fluctuado en torno al 20% en promedio. 

Gráfico 20: Las mujeres deben tener acceso sin receta médica a la píldora del día después.
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Gráfico 21 ¿Cuán de acuerdo está usted que sea legal el aborto en cada una de las siguientes situaciones? 
(de acuerdo + muy de acuerdo)
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En la última década, la permanente postergación de los derechos sexuales y 
reproductivos en el país ha contribuido a mantener una estructura patriarcal 
que expropia a las mujeres de su sexualidad y del control de sus cuerpos, 
manteniéndose éstos bajo el dominio de una elite masculina que obstaculiza 
el acceso universal a la educación sexual, los métodos anticonceptivos y la 
interrupción legal del embarazo, forzando la experiencia de la maternidad en 
particular para aquellas mujeres más jóvenes y pobres. 

Ante este panorama crítico, resulta urgente que el Estado tome las medidas 
necesarias para respetar, proteger y garantizar los derechos sexuales y 
reproductivos. Un primer punto de partida para enfrentar los numerosos desafíos 
que tiene el país en la materia es adoptar las recomendaciones realizadas por 
el Comité CEDAW en 2012, entre las que destacan la adopción de “programas 
generales sobre salud y derechos de índole sexual y reproductiva dentro de los 
programas escolares ordinarios dirigidos a los adolescentes de uno y otro sexo, 
incluidas las escuelas de formación profesional, prestando especial atención a 
la prevención de los embarazos de adolescentes”; “todas las medidas necesarias 
para proporcionar un acceso adecuado a servicios de planificación de la familia 
y anticonceptivos, incluida anticoncepción de emergencia, a fin de evitar los 
embarazos prematuros y garantizar la debida aplicación de la nueva legislación 
por las municipalidades”; y la revisión de “la legislación vigente sobre el aborto 
con miras a despenalizarlo en los casos de violación, incesto o riesgo para la 
salud o la vida de la madre”31

Respecto al último punto, es de suma relevancia que el proyecto de ley que 
despenaliza el aborto en tres causales se adecue a los estándares internacionales 
de derechos humanos, en particular en lo que respecta al aborto terapéutico. En 
este sentido, es fundamental que esta causal no sólo considere el riesgo vital 
para permitir la interrupción legal del embarazo sino que se amplíe e incluya 
cualquier riesgo en la salud de las mujeres, tal y como lo han recomendado los 
organismos internacionales de derechos humanos.

31.  Comité CEDAW (2012). Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto de 
Chile, adoptadas por el Comité en  su 53º período de sesiones. Párrafos 29.b, 35.a y 35.d
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Finalmente, es importante que el país cuente con una normativa que reconozca, 
garantice, proteja y promueva el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos. Por este motivo, es necesario recoger la demanda de las 
organizaciones feministas y retomar la discusión del proyecto de Ley Marco 
sobre Derechos Sexuales y Reproductivos, iniciativa que establece las bases 
normativas generales para la protección de la salud sexual y reproductiva 
y refuerza el derecho de las personas para tomar decisiones en aspectos 
sustantivos de su vida privada, protegidas de cualquier clase de violencia o 
discriminación y resguardadas de intromisión de terceros en su vida sexual, 
afectiva y familiar.
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IV. DERECHO A PARTICIPAR 
DE LA VIDA POLÍTICA Y PÚBLICA
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En Chile las mujeres adquieren la ciudadanía recién a mediados del siglo veinte al 
legislarse sobre su derecho a voto en todas las elecciones del país. No obstante, 
este importante avance no se tradujo en un acceso sustantivo a la toma de 
decisiones públicas.

La subrepresentación de las mujeres ha sido una preocupación en el ámbito de 
los derechos humanos de las mujeres, de la cual nuestra región no ha estado 
ajena. Las cifras dan cuenta de qué tan lejos se está todavía de una situación 
de paridad entre hombres y mujeres, y más aún, de la distancia de Chile, 
incluso comparando sus resultados con América Latina y el Caribe. Nuestro 
país se encuentra bajo la media regional en mujeres electas en los parlamentos 
nacionales, ya que esta cifra corresponde a 27,5% y la representación 
parlamentaria de mujeres en Chile llega solo al 15,8%.

Los artículos 7° y 8° de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
discriminación contra la Mujer (CEDAW) refieren al derecho a la representación 
y al acceso a la toma de decisiones públicas señalando que los Estados deberán 
tomar “todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer en la vida política y pública del país” garantizando el derecho, en igualdad 
de condiciones con los hombres, a elegir y ser elegidas en todas las elecciones 
públicas; a participar en la formulación y ejecución de las políticas públicas, 
así como a ocupar y ejercer cargos y funciones públicas en todos los planos 
gubernamentales; a representar a su gobierno en el plano internacional y a 
participar en la labor de las organizaciones internacionales.

Ley de cuotas y representación equilibrada

Las mujeres consultadas a lo largo de los 10 años de la Encuesta Humanas 
perciben claramente las falencias en la garantía de estos derechos en el país.

La construcción cultural de la diferencia sexual ha sustentado la exclusión de las 
mujeres de los espacios de decisión política. A pesar de que ya no se cuenta con 
prohibiciones explícitas, se mantiene un ordenamiento cultural que se manifiesta 
en un acceso desigual a los recursos, al prestigio, y particularmente, al poder.
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Quizás sea justamente la ausencia de prohibiciones explícitas la que posibilita 
la percepción mayoritaria manifestada en 2004 según la cual las mujeres tenían 
las mismas posibilidades que los hombres de obtener cargos de poder político, 
opción que aumentaba a medida que disminuía el nivel socioeconómico de las 
encuestadas. Esta misma percepción se manifestó en 2006 cuando la mayoría 
de las encuestadas afirmó que las mujeres tienen las mismas posibilidades que 
los hombres para acceder a altos cargos de elección popular o de designación 
en distintos poderes del Estado.

 

Sin embargo, ese mismo año, un 42% de las encuestadas consideró que la 
principal dificultad que enfrentan las mujeres para participar en política es el 
que los hombres no les dan espacio, percepción que disminuye levemente al 
año siguiente. 

Gráfico 22: ¿Cuál de las opciones siguientes cree usted que refleja mejor las posibilidades de las mujeres de obtener 
cargos de poder político? (2004)
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El 2007 ante la consulta de cuál es la principal dificultad que las mujeres 
enfrentan para ejercer autoridad el 70% optó por la alternativa que refería a 
que “su autoridad no es respetada porque la costumbre es que los hombres 
decidan”. Sólo un 27% señaló que “ejercen la autoridad igual que los hombres y no 
enfrentan ninguna dificultad”. La respuesta mayoritaria refleja el obstáculo que 
representan los estereotipos de género en el ejercicio de funciones directivas 
por parte de las mujeres. 

El Comité CEDAW32 dedicó una Recomendación General a las medidas especiales 
de carácter temporal (más conocidas como “acciones afirmativas”) que resulta 
relevante en materia de derechos políticos de las mujeres. La Recomendación 
puntualiza que las medidas especiales deben tener por objeto “acelerar la 
participación en condiciones de igualdad de la mujer en el ámbito político, 

Gráfico 23: Principal dificultad que enfrentan las mujeres para participar en política

32.  Cada Convención internacional cuenta con un Comité de expertos/as independientes cuya 
función es velar por el cumplimiento de la Convención en cada uno de los países que la han 
ratificado, así como elaborar Recomendaciones Generales que interpreten y desarrollen los 
derechos estipulados en ella, entre otras funciones.
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33.  Comité CEDAW (30° período de sesiones, 2004) Recomendación general Nº 25, sobre el párrafo 
1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, referente a medidas especiales de carácter temporal.

económico, social, cultural y civil, o en cualquier otro ámbito”33. Estas medidas 
forman parte de una estrategia integral  para lograr la igualdad sustantiva.

El aumento sostenido del apoyo a legislar en torno a acciones afirmativas 
convive en las primeras encuestas con la tendencia a considerar que las mujeres 
cuentan con las mismas posibilidades que los hombres para acceder a cargos 
públicos. Sin embargo, pareciera que se ha ido generando, de acuerdo a los 
datos que arroja la encuesta, una mayor conciencia por parte de las mujeres 
acerca de las dificultades para el acceso a cargos de decisión política y sobre la 
necesidad de una conducta activa del Estado en esta materia.

No obstante que en el periodo analizado aumentó el acuerdo de las mujeres 
con normar una representación más equilibrada, los avances en el país han sido 
escasos en esta materia. Solo se puede destacar la incorporación en la reciente 
ley que reforma el sistema electoral, la obligatoriedad de que los partidos 

Gráfico 24: Acuerdo con ley de cuotas
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políticos presenten candidaturas equilibradas en términos de sexo, donde 
ninguno de ellos puede sobrepasar el 60%, con la salvedad de que esta acción 
afirmativa operará solo en cuatro procesos electorales entre 2017 y 2029. En 
dicha ley se señala que la “infracción de lo señalado precedentemente acarreará 
el rechazo de todas las candidaturas declaradas a diputados o a senadores, 
según corresponda, del partido que no haya cumplido con este requisito”34. Se 
incorpora además otra acción afirmativa referida a financiamiento que estipula 
que “las candidatas a senadoras y diputadas tendrán derecho a un reembolso 
adicional de sus gastos electorales, de cargo fiscal, de 0,0100 unidades de 
fomento por cada voto obtenido”35. Sin embargo, aún no ha ocurrido una 
elección en que dicha ley opere por lo que su impacto es incierto.

En general, en 2007, la percepción de las mujeres encuestadas es que no están 
lo suficientemente representados los intereses de las mujeres en el Congreso 
(51%), concentrándose mayoritariamente esta percepción en las mujeres que 
trabajan remuneradamente (56%) y las pertenecientes al NSE alto (64%).

Sobre por qué las mujeres no llegan a ocupar altos cargos en las empresas, un 
57% en el año 2008 opina que ello ocurre porque son discriminadas por ser 
mujeres, un 24% cree que ello se debe a que las mujeres prefieren cuidar de 
sus hijos y un 15% cree que ello ocurre porque están menos preparadas que los 
hombres.

Sin embargo, como se observa en el gráfico siguiente, se percibe que el principal 
obstáculo para la participación de las mujeres lo constituyen los partidos 
políticos.

34.  Artículo 3° bis Ley N° 20.840 “Sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter 
inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional”

35.  Artículo 3° transitorio Ley N° 20.840.
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Interés por la política

Como en otras encuestas, el interés por la política se ha consultado preguntando 
directamente y, como en otras encuestas, no es posible encontrar una tendencia 
en el tiempo, pero sí variaciones importantes en años particulares, como se 
observa en el gráfico siguiente.

Gráfico 25: Los partidos políticos dan pocas oportunidades a las mujeres en política
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A partir de 2009 la muestra incluye a mujeres tanto inscritas como no inscritas 
en los registros electorales, pero pareciera que ello no provoca un impacto 
significativo en los resultados. Se presenta una correlación positiva entre nivel 
educacional, nivel socioeconómico e interés por la política.

Destacan  las variaciones que se producen en el interés por la política tanto en 
2005 como en 2011. La primera puede ser explicada por la expectación que 
provoca la candidatura de una mujer a la presidencia de la república y la segunda 
por los altos grados de activación ciudadana a partir de las movilizaciones 
estudiantiles de ese año. Sin embargo, pareciera que el interés por la política 
debe considerar otros parámetros además de la pregunta directa, ya que ésta 
puede apelar en el imaginario de las encuestadas a cuestiones tan disímiles 
como los partidos políticos (que concitan muy baja adhesión) o los asuntos 
públicos, que de acuerdo al interés por informarse concita mayor adhesión.

No obstante esta aparente falta de interés por la política, más del 80% de las 
encuestadas en diversos años no está de acuerdo con que la política sea solo 
para hombres.

Gráfico 27: La política es sólo para los hombres
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Para profundizar en este análisis, en 2006 se consultó a aquellas que se 
manifestaron interesadas por la política acerca de si su interés se debía a una 
preocupación social, específica o individual, encontrándose que para la mayoría 
de las encuestadas su interés por la política se debía a la consideración de que 
ella afecta la vida de todas las personas y del país.

Si bien no manifiestan un alto interés por “la política”, existe una preocupación 
por los temas públicos manifestada en el seguimiento de las noticias 
políticas y en menor medida por la discusión sobre temas políticos. 

Salvo el 2011, la mayoría declara que nunca discute sobre política con amigos o 
amigas, lo que puede explicarse porque probablemente el término “discusión 
política” fue asociado a la dimensión conflicto más que al sólo hecho de hablar 
sobre estos temas. 

Se constata que a menor nivel de instrucción se observa menos discusión 
acerca de política. La mayoría de las mujeres con nivel de instrucción básico 
declara nunca discutir de política contrariamente a la mayoría de mujeres con 
nivel de instrucción alto que lo hace ocasionalmente.

Gráfico 28: Razones del interés por la política (2006)
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Sobre la democracia

En 2008 se indagó acerca de la opinión de las encuestadas sobre lo que define 
la democracia. Esta fue una pregunta abierta que arrojó la mayor aglutinación 
de respuestas en la igualdad social y económica como lo definitorio para la 
democracia, seguido por la libertad de expresión o de opinión. Justicia social 
y libertad, coincidentemente con la dicotomía que se plantea en la discusión 
política pública, aparecen como los elementos centrales de la democracia.

Así también, el mismo año se consultó sobre la evaluación que ellas realizan 
de nuestra democracia, obteniéndose que más de la mitad de las encuestadas 
evalúan como mala o muy mala la falta de representación de los intereses 
de la ciudadanía en el Congreso, así como la inexistencia de espacios de 
participación ciudadana en el debate público y la imposibilidad por parte del 
sistema democrático para integrar a los sectores excluidos de la sociedad. En 
contrapartida, casi dos tercios de las encuestadas valoran positivamente la 
transparencia en las elecciones de candidatos y más de la mitad se encuentran 
satisfechas con la libertad para manifestarse en la vía pública. 

Gráfico 29: Frecuencia con que discute sobre política
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“Tengo mi opción política y voto por esos candidatos” concentró en 2005 la 
mayoría de las respuestas (56,4%) de las entrevistadas al consultárseles por la 
manera en que decide su voto, porcentaje muy similar a quienes se identifican 
con alguno de los bloques políticos que ofrecían candidatos en ese año. Lo 
anterior señala que son las opciones políticas más que las características del 
candidato o candidata lo que determina las opciones electorales, así como 
la autonomía de las mujeres para tomar sus decisiones electorales. Todo ello 
confirma lo señalado anteriormente en torno a que la pregunta directa sobre el 
interés por la política no logra dimensionar el compromiso con “la cosa pública”.
 

Gráfico 30: Según su opinión, ¿qué se necesita para que en un país exista democracia? (2008)
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Identificación con bloques políticos

Entre un 40% y un 70% de las mujeres encuestadas, dependiendo del año de 
consulta, no se identifican con ningún bloque político. El gráfico siguiente da 
cuenta de la caída en la adhesión que ha operado en una década. Así, si en 
2004 el 41,7% de las encuestadas se identificaba con alguno de los dos grandes 
bloques políticos, esa adhesión disminuye a casi la mitad en 2014 (24,9%).

Exceptuando el 2005 (primera candidatura de Bachelet a la presidencia) en 
ninguno de los otros años en los que se realizó la consulta la adhesión a los 
bloques políticos alcanzó el 50%.

Estos datos coinciden con los de otras encuestas a población en general que 
arrojan que más de la mitad de la población no se identifica con ningún partido 
político. En los años en que se agregaron preguntas sobre partidos políticos, 
las diferencias entre adhesión a bloques o a partidos no llegan al 10%, siendo 
entonces algo menos la adhesión a los partidos individuales.

Gráfico 31: Identificación con bloques políticos
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Nueva Constitución

El 2007 el 59% de las encuestadas se manifiesta de acuerdo con cambiar la 
actual Constitución política de Chile, frente a un 25% que no está de acuerdo 
con ello. Cuatro años después, el 2011, el porcentaje de acuerdo sube a 66% 
y disminuye el desacuerdo a un 20%. La diferencia entre las encuestadas que 
responden que no saben o no responden varía solo un 2% entre el primer año y 
el segundo.

En ambas oportunidades, el mayor acuerdo se alcanza en mujeres de mayor 
nivel socioeconómico y con estudios superiores.

Las cifras dan cuenta del creciente interés que provoca la oportunidad 
constitucional en las mujeres. El 2014 las preguntas se enfocaron en los 
derechos de las mujeres a incorporar en una nueva constitución. Prácticamente 
todas (alrededor de 97%) señalan que en la nueva Constitución deben estar 
garantizados el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, la igualdad 
de derechos entre hombres y mujeres, y la prohibición de toda forma de 
discriminación y explotación contra las mujeres.

Sobre el feminismo

Los resultados de la indagación realizada en el 2005 sobre la percepción de las 
mujeres acerca del feminismo, permiten poner en duda que la visión negativa 
que se proyecta del feminismo en los medios de comunicación y en el discurso 
político partidista recoja lo que las mujeres piensan. Un 66,5″% de las entrevistadas 
considera que el feminismo es la lucha de las mujeres por sus derechos. 
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Para aproximadamente una de cada 4 mujeres el feminismo ha logrado crear 
conciencia de la discriminación hacia las mujeres. En cambio, una de cada 
cuatro, y en algunos años, una de cada tres mujeres opina que el feminismo ha 
hecho que las mujeres se vuelvan más agresivas y competitivas. Sin embargo,  
la potencia transformadora del feminismo es percibida por las encuestadas ya 
que, como se observa en el gráfico siguiente, en promedio durante los años 
consultados más de la mitad de las mujeres considera que ha creado conciencia 
sobre la discriminación o ha aumentado la participación de las mujeres en el 
ámbito público.

Gráfico 32: Mejor descripción del feminismo (2005)
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Conclusiones

Es justamente en el acceso de las mujeres a la toma de decisiones públicas, 
así como en los derechos sexuales y reproductivos y la redistribución de las 
labores de cuidado, donde han operado los menores avances en derechos de 
las mujeres. 

Los resultados de la encuesta en sus distintos años de aplicación permiten 
observar la existencia de altos grados de conciencia respecto de la discriminación 
que sufren las mujeres en la política y del impacto de la conducta de los partidos 
políticos en dicha discriminación. Los partidos políticos no dan oportunidades 
a las mujeres, lo que las lleva a aumentar con el paso de los años sus niveles de 
adhesión a la idea de legislar en torno a acciones afirmativas que permitan a las 
mujeres participar de la toma de decisiones públicas.

Es coincidente el desinterés por la política de las mujeres con el desinterés general 
de la población, pero no obstante ello, las encuestadas revelan su claridad con 
respecto al grado de afectación de la política en la vida de las personas. 

Gráfico 33: Impacto del feminismo
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Es interesante que sus definiciones de democracia se liguen precisamente con 
los actuales déficit: la desigualdad y la falta de derechos económicos, sociales 
y culturales. 

Casi un 60% de las mujeres se manifiesta a favor de un cambio de Constitución 
y eso se relaciona con los déficit que perciben así como con la valoración que 
hoy le dan a la política y al sistema político (baja identificación con bloques y 
partidos) y por ende es posible hipotetizar que una nueva Constitución puede 
ser vista como un importante momento de cambio.
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V. DERECHO A VIVIR UNA VIDA 
LIBRE DE VIOLENCIA
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La subordinación, la dominación ejercida sobre el colectivo de las mujeres y 
originada por los modelos estereotipados de masculinidad y feminidad, se 
manifiesta dramáticamente a través de la violencia contra las mujeres, la cual 
constituye la manifestación más extrema de la discriminación por razones de 
sexo.

El trabajo de incidencia política de las organizaciones feministas ha sido 
fundamental para lograr que la violencia contra las mujeres, fenómeno que 
en el pasado no era considerado una grave violación a los derechos humanos, 
se visibilice como una problemática global que concita la preocupación de la 
comunidad internacional.

Gracias a estos esfuerzos, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
adoptó en el año 1994 el único instrumento internacional vinculante que 
se refiere específicamente al derecho de las mujeres a vivir una vida libre de 
violencia. Se trata de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, conocida como Convención de Belém do 
Pará, la cual fue ratificada por Chile en el año 1998.

La Convención Belem do Pará define la violencia contra las mujeres como 
“Cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño 
o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 
como en el privado”. 

La importancia de este tratado radica en que establece claramente cuáles son 
las obligaciones de los Estados para respetar, proteger y garantizar el derecho de 
las mujeres a vivir una vida libre de violencia. Así, los Estados deben  abstenerse 
de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer; actuar con la debida 
diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; e 
incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (…)36.

36.   Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
Artículo 7.
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Del mismo modo, la Convención Belem do Pará dispone como deberes 
del Estado: adoptar medidas y programas orientados a modificar patrones 
socioculturales basados en la premisa de la inferioridad de las mujeres o en 
roles de género estereotipados que legitiman o exacerban la violencia contra 
las mujeres; entregar servicios especializados apropiados para la atención de las 
víctimas; recopilar estadísticas y otra información pertinente sobre las causas, 
consecuencias y frecuencia de la violencia contra las mujeres, con el fin de 
evaluar la eficacia de las medidas implementadas y de generar los cambios que 
sean necesarios para mejorar la efectividad de las mismas37.

Adicionalmente, aunque la CEDAW no se refiere explícitamente a la violencia 
contra las mujeres, el Comité desarrolla extensamente el tema en la 
Recomendación General N° 19 que constituye una interpretación autorizada de 
la Convención. Así, el Comité reconoce la violencia contra las mujeres como un 
acto de discriminación, tal como se entiende en el artículo 1 de la Convención, 
pues menoscaba o anula el goce de sus derechos humanos y libertades 
fundamentales38. 

Esta Recomendación General establece que los Estados también pueden ser 
responsables de actos de violencia contra las mujeres perpetrados por agentes 
privados cuando no se adoptan medidas con la diligencia debida para impedir 
la violación de los derechos o para investigar y sancionar los actos de violencia 
e indemnizar y reparar adecuadamente a las víctimas39.

En Chile, al igual que en el resto del mundo, la violencia contra las mujeres 
es un fenómeno social extendido y generalizado. Ante la falta de estadísticas 
oficiales válidas y fiables, registros de las organizaciones de mujeres y feministas 
calculan que cada año hay entre 50 y 70 femicidios íntimos, números que al 

37.  Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
Artículo 8.

38.  Comité CEDAW (1992). Recomendación General Nº 19 La Violencia contra la Mujer, párrafo 6 y 7.
39.   Comité CEDAW (1992). Recomendación General Nº 19 La Violencia contra la Mujer, párrafo 9.
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proyectarse permitirían estimar que en la última década más de 500 mujeres 
han sido asesinadas por sus parejas y ex - parejas. Si a esta cifra se suman los 
femicidios perpetrados por extraños y los femicidios frustrados, la magnitud de 
esta manifestación extrema de violencia contra las mujeres en el país resulta aún 
más alarmante40. 

Al respecto, la respuesta estatal se ha centrado en la aprobación de normativa 
específica, como la Ley N° 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar y la ley N° 20.480 
que establece la figura del femicidio. Si bien en su momento ambas leyes 
representaron un avance en tanto reconocen la violencia contra las mujeres 
como un problema público donde el Estado debe intervenir, persisten múltiples 
déficit en esta materia.

En general, la prevención de la violencia contra las mujeres, a través de 
campañas comunicacionales y de educación temprana a niños y niñas en el 
sistema escolar, se ha descuidado. La protección de las víctimas de violencia 
sigue siendo deficitaria pues las medidas cautelares no logran evitar los 
femicidios41. El foco de la intervención ha sido la sanción penal, sin embargo, 
la respuesta judicial no ha estado a la altura de la gravedad del problema pues 
persisten altos niveles de impunidad en tanto sólo una de cada diez denuncias 
termina en sentencia condenatoria, prevaleciendo las salidas no judiciales y las 
suspensiones condicionales del procedimiento42. En este sentido, el acceso a 
recursos judiciales idóneos y efectivos para investigar, sancionar y erradicar la 
violencia está lejos de lograrse pues las leyes arriba mencionadas no abordan 
las diferentes manifestaciones de violencia, no han contado con un presupuesto 
acorde a la magnitud del problema, y tampoco han promovido la adecuada 

40.  Red Chilena contra la Violencia hacia las Mujeres (2014).  Violencia extrema hacia las mujeres en 
Chile.

41.  Corporación Humanas y otras (2012). Resumen ejecutivo del informe alternativo para el 
examen del Estado de Chile ante el Comité CEDAW en su 53º sesión (Quinto y Sexto informe 
periódico combinado), septiembre de 2012.

42.  INDH (2010). Situación de los derechos humanos en Chile, página 88.
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capacitación de las y los funcionarios del sistema de justicia en perspectiva de 
género y violencia contra las mujeres43.

La violencia contra las mujeres: un problema grave, generalizado 
y en aumento

Los resultados de la encuesta de Corporación Humanas dan cuenta de que en 
general las entrevistadas perciben la violencia doméstica como un problema 
social que requiere la intervención estatal y no como un asunto privado de 
las parejas. Así queda demostrado ante el bajo nivel de acuerdo que concita 
la afirmación “la violencia hacia las mujeres en las relaciones de pareja es un 
problema privado de quienes la sufren” pues en general menos de un tercio 
de las encuestadas concuerda con ella, destacando el año 2011 donde sólo un 
16,7% estuvo de acuerdo con dicha afirmación.

43.  Corporación Humanas y otras (2012). Resumen ejecutivo del informe alternativo para el 
examen del Estado de Chile ante el Comité CEDAW en su 53º sesión (Quinto y Sexto informe 
periódico combinado), septiembre de 2012.

Gráfico 34: La violencia hacia las mujeres en las relaciones de pareja es un problema privado 
de quienes la sufren
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Del mismo modo, la Encuesta permite concluir que para las mujeres la violencia 
que se ejerce en su contra es un problema de gravedad. El acuerdo en torno 
a la afirmación “la violencia hacia las mujeres en las relaciones de pareja es un 
problema menos grave de lo que parece” tiene un nivel bajo de adhesión que 
no logra superar el 23% de las encuestadas en los años 2012 y 2014. Los índices 
más bajos de aprobación se registran en el año 2009 con 16,2% de acuerdo y en 
el año 2011 con 10,2%. 

La noción de que la violencia contra las mujeres es un problema generalizado, 
y que afecta a todas las mujeres, se encuentra instalada en el discurso de las 
encuestadas. Así queda reflejado en el alto nivel de apoyo que tiene la afirmación 
“la violencia hacia las mujeres en las relaciones de pareja es un problema 
que afecta a todas las mujeres” cuyas respuestas entre los años 2009 y 2014 
promedian un 69% de acuerdo.

Gráfico 35: La violencia hacia las mujeres en las relaciones de pareja es un problema menos grave de lo que parece.
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Los resultados de la Encuesta permiten observar la violencia contra las mujeres 
como un fenómeno extendido en el país y como un ámbito de principal 
preocupación para las mujeres, pues en general consideran que es un problema 
que va en aumento. En el año 2007, un 77,9% de las entrevistadas afirmó que la 
violencia contra las mujeres ha aumentado, en el año 2011 un 54,4% respondió en 
este sentido, mientras que los años 2013 y 2014 sobre un 60% de las encuestadas 
manifestaron esta opinión.

Gráfico 37: ¿La violencia contra las mujeres ha aumentado, se ha mantenido o ha disminuido?
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Gráfico 36: La violencia hacia las mujeres en las relaciones de pareja es un problema que afecta 
a todas las mujeres.
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A pesar de que la violencia contra las mujeres es vista como un problema grave, 
generalizado y en aumento, la evaluación que hacen las encuestadas de la 
respuesta que otorgan las instituciones del sistema de justicia no es positiva. 
Para empezar, los tribunales penales son los peor evaluados pues en el año 2006 
sólo un 28% opinaba que daban una buena respuesta a la violencia contra las 
mujeres, percepción que bajó a un 20,5% en el año 2014. Las fiscalías locales 
también se evalúan deficientemente: si en el año 2006 un 33,1% valoraba 
positivamente su gestión, esta cifra bajó al 25,8% en el año 2007 y a 23,3% en 
el año 2014. Respecto a los tribunales de familia, en el 2006 un 37,1% de las 
encuestadas afirmaba que estos organismos entregaban una buena respuesta 
ante los casos de violencia, lo que disminuyó a 27,1% en el año 2007 y en el 
año 2014 no logró superar el tercio de respuestas. Por su parte, el actuar de 
Carabineros es evaluado positivamente por un poco más del 50% de las 
encuestadas en los años 2006 y 2014, pero en el año 2007 sufrió una importante 
caída pues sólo el 36,8% opinó que su intervención en los casos de violencia 
era buena. Los servicios de salud, fueron bien evaluados en el año 2006 con un 
61,3% de las mujeres que respondió en este sentido, sin embargo, en 2014 baja 
a 52,2%. Por último, las organizaciones de mujeres aparecen como las instancias 
mejor evaluadas pues tanto en el año 2006 como en el 2014 alrededor de un 
66% opinó que daban una buena respuesta ante los casos de violencia.
 

Cuadro 5: ¿Cómo evalúa la respuesta que entregan las siguientes instituciones a los casos de violencia contra las mujeres?

2006 2007 2014

Tribunales penales  28,0 -  20,5

Fiscalías  33,1  25,8  23,3

Tribunales de familia  37,1  27,1  30,4

Carabineros  54,4  36,8  56,7

Servicio de salud  61,3 -  52,2

Organizaciones de mujeres  66,0 -  65,7

% Respuestas: Buena + Muy buena
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44.  Comité de Derechos Humanos (2014). Observaciones finales sobre el sexto informe periódico 
de Chile, 13 de agosto de 2014, párrafo 16, CCPR/C/CHL/CO/6. 

45.  Entre las agresiones sufridas por las manifestantes se encuentran tocaciones y golpes en los 
genitales, desnudez forzada, y agresiones de carácter verbal con connotación sexual.

Conclusiones

El balance de la última década permite concluir que la respuesta estatal para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres ha sido insuficiente, 
persistiendo una importante brecha entre la gravedad y magnitud del problema 
y la débil e ineficaz intervención estatal. La opinión de las mujeres es coincidente 
con la realidad: perciben el aumento e incremento de la violencia que tiene como 
su manifestación extrema el femicidio y a la vez evalúan la respuesta estatal 
como débil, lo que genera la sensación de impunidad y de falta de acceso a la 
justicia. En este sentido, resulta de extrema importancia avanzar en el diseño 
de leyes, programas y políticas integrales que aborden las diferentes formas y 
manifestaciones de la violencia contra las mujeres. Para ello, y como lo señaló 
el Comité de Derechos Humanos el año 201444, un primer paso es promulgar 
una nueva legislación que, en concordancia con los estándares internacionales, 
se oriente tanto a prevenir y sancionar la violencia, como a proteger, atender y 
reparar a las víctimas, contando con un presupuesto adecuado y funcionarios/
as públicos/as especializados/as y capacitados/as en la materia.

Del mismo modo, el Comité CEDAW recomendó expresamente que las 
denuncias de violencia que involucran a agentes del Estado sean investigadas, 
se procese y sancione a los responsables, y se repare a las víctimas. En particular, 
esta recomendación se refiere a los casos de violencia policial ocurridos en el 
marco de las protestas sociales, concretamente, los casos de violencia sexual45 
por parte de Carabineros en contra de niñas y jóvenes que participaban de las 
movilizaciones estudiantiles. A esto se suman las denuncias de violencia policial 
por parte de comunidades mapuche del sur del país, quienes han registrado y 
judicializado las agresiones que han sufrido niñas, mujeres y ancianas en el marco 
de violentos allanamientos realizados tanto por la Policía de Investigaciones 
como por Carabineros.
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Si la causa de la violencia contra las mujeres es un sistema cultural compuesto por 
prácticas, prejuicios y estereotipos que legitiman la inferioridad de las mujeres 
y su subordinación a los hombres, es fundamental que el Estado fomente una 
educación basada en derechos humanos, promoviendo al mismo tiempo la 
eliminación de estereotipos de género y mensajes sexistas y discriminatorios en 
los medios de comunicación que reproducen la violencia simbólica.
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Anexo: Datos generales de las encuestas46

46 Se han omitido en esta publicación los datos arrojados por la encuesta realizada el año 2010 ya 
que, producto del terremoto ocurrido en febrero de dicho año, su aplicación no fue nacional.

47. Considerando un nivel de confianza de 95%.

Fecha aplicación Representatividad nacional Error 
máximo 

Tamaño 
muestral

31 de julio al 2 de sep-
tiembre de 2004

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años inscritas en los re-
gistros electorales y que habitan en 311 comunas 
de Chile, que en el Censo del año 2002 tenían más 
de 1000 habitantes, cubriendo el 86,6% del total de 
habitantes del país.

3.2% 1130 
casos

6 de mayo al 12 de junio 
de 2005

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años inscritas en los re-
gistros electorales y que habitan en 311 comunas 
de Chile, que en el Censo del año 2002 tenían más 
de 1000 habitantes, cubriendo el 86,6% del total de 
habitantes del país.

3.2% 1122 
casos

25 de septiembre al 29 
de octubre de 2006

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años inscritas en los re-
gistros electorales y que habitan en 315 comunas 
de Chile, que en el Censo del año 2002 tenían más 
de 1000 habitantes, cubriendo el 86,6% del total de 
habitantes del país.

3.2% 1098 
casos

17 de agosto al 12 de 
septiembre de 2007

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años inscritas en los re-
gistros electorales y que habitan en 338 comunas de 
Chile (rurales y urbanas), que en el Censo del año 
2002 tenían más de 1000 habitantes, cubriendo el 
99.5% del total de habitantes del país.

3.1% 1135 
casos

2 de junio al 18 de julio 
de 2008

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años inscritas en los re-
gistros electorales y que habitan en 338 Comunas 
de Chile. Se omitieron solamente los Distritos rurales 
de las Comunas pertenecientes a las Regiones I, II, y 
las Regiones XI y XII.  En este Marco Muestral habita 
más del 99,5% de la población del país.

3.3% 1038

47
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Fecha aplicación Representatividad nacional Error 
máximo 

Tamaño 
muestral

el 6 de julio y el 4 de 
agosto de 2009

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años,  y que habitan en 
hogares particulares ubicados en las áreas urbanas y 
rurales de 319 Comunas de Chile. Se omitieron so-
lamente los Distritos rurales de las Comunas perte-
necientes a las Regiones I y II, y las Regiones XI y XII. 
En este Marco Muestral habita más del 98,4% de la 
población del país.

3.2% 1287 
casos

15 de agosto al 7 de 
octubre de 2011

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años,  y que habitan en 
319 Comunas de Chile. Se omitieron solamente los 
Distritos rurales de las Comunas pertenecientes a las 
Regiones I y II, y las Regiones XI y XII. En este Marco 
Muestral habita más del 98,4% de la población del 
país.

3.2% 1287 
casos

13 de agosto al 16 de 
septiembre de 2013

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años,  y que habitan en 
313 Comunas de Chile. Se omitieron solamente los 
Distritos rurales de las Comunas pertenecientes a las 
Regiones I y II, y las Regiones XI y XII. En este Marco 
Muestral habita más del 98,3% de la población del 
país.

3.1% 1201 
casos

14 de septiembre al 26 
de octubre de 2014

La muestra utilizada representa la opinión de todas 
las mujeres mayores de 18 años,  y que habitan en 
313 Comunas de Chile Se omitieron solamente las 
Regiones XI y XII, además de las Comunas de Juan 
Fernández, Isla de Pascua, Antártica chilena, los Dis-
tritos rurales de las Comunas pertenecientes a las 
Regiones 1, 15 y 2, más las 19 Comunas en las que la 
totalidad de sus Distritos son rurales. En este Marco 
Muestral habita más del 98,3% de la población del 
país.

3.1% 1200 
casos
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